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de la facturación. Recursos que se distribuirán entre 
los municipios afectados en los términos del presen-
te artículo.

Parágrafo. Esta tasa no será en ningún momento 
factor de incremento en los costos nales de factu-
ración para los usuarios. 

Artículo 4°. Cuando estos proyectos hídricos 
productivos se e ploten con nes comerciales dife-
rentes a los servicios públicos domiciliarios, se co-
brará como tasa compensatoria el cuatro por ciento 
(4%), de las utilidades líquidas que se generen por 
la comercialización e industrialización del recurso 
hídrico.

Parágrafo. El Ministerio de Medio Ambiente de-
terminará cuál es el grado de afectación de cada mu-
nicipio, así como los porcentajes de participación a 
título de compensación que le han de corresponder 
a estos. 

Artículo 5°. Los proyectos hídricos productivos 
de cualquier naturaleza, incluyendo los acueduc-
tos, hidroeléctricas y otras fuentes de explotación 
comercial, que se desarrollen de ahora en adelante, 
o se hayan desarrollado con anterioridad a la pre-
sente ley, destinarán lo captado por concepto de las 
compensaciones que trata el presente articulado, a 
partir de la reglamentación que para tal n expida 
el Gobierno Nacional a través Ministerio de Medio 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, en la 
preservación, vigilancia y control de las áreas des-
tinadas legalmente para estos nes, e igualmente de 
acuerdo a lo que las autoridades de cada jurisdic-
ción bene ciaria determine, en la mejora de la cali-
dad de vida de sus habitantes.

Artículo 6°. De las medidas para la protección 
de las fuentes hídricas. En los lugares donde se de-
sarrollen proyectos hídricos de cualquier naturale-
za, los municipios del área de in uencia de estas 
actividades, podrán exigir a las entidades que los 
desarrollan, la implementación de programas de 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 228 DE 2012 
SENADO

por la cual se establece el sistema de compensación 
a los municipios que se vean afectados con el desa-
rrollo de proyectos hídricos productivos, y se dictan 

otras disposiciones.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto otorgar facultades necesarias para que se 
permita exigir la implementación de medidas de 
protección y conservación de sus fuentes hídricas a 
los municipios que se vean afectados con la explo-
tación comercial de sus aguas naturales y, especial-
mente la construcción de acueductos e hidroeléc-
tricas. Consagrándose, adicionalmente, el régimen 
de participación a título de compensación por este 
servicio, de niendo un plan de adquisición de áreas 
productoras de recursos hídricos.

Artículo 2°. Sistema de compensación. En las 
Regiones donde se adelanten proyectos hídricos 
productivos de cualquier naturaleza, incluyendo 
acueductos, hidroeléctricas, explotación comercial 
de aguas naturales, o plantas de aguas residuales, 
que involucren recursos naturales y que se deter-
mine algún tipo de afectación por el desarrollo de 
tales proyectos, las entidades encargadas de ade-
lantarlos y desarrollarlos cualquiera que sea su 
naturaleza, deberán hacer partícipes a título de 
compensación a estos territorios, en proporción a 
su afectación, por los bene cios sociales y econó-
micos que se produzcan. 

Artículo 3°. Cuando con estos proyectos hídricos 
productivos se presten servicios públicos domicilia-
rios, y los mismos únicamente produzcan bene cios 
de carácter social, se deberá contemplar como par-
te del costo de explotación del recurso natural, una 
tasa compensatoria del uno (1%) por ciento del total 
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conservación y tratamiento racional de sus fuentes 
hídricas.

Esta exigencia será de obligatorio cumplimien-
to para la entidad requerida y los programas que se 
adelanten serán concertados, y bajo la supervisión 
de la Corporación Autónoma Regional competente 
y los municipios que sufran la afectación. 

Parágrafo. Si la Entidad requerida ya cuenta con 
programas de conservación y tratamiento racional 
de las fuentes hídricas, y estos a juicio de la Cor-
poración Autónoma Regional, en coordinación con 
los municipios afectados son insu cientes, deberán 
adecuarse con las exigencias y en los plazos que es-
tos entes determinen. 

Artículo 7°. De la inspección y vigilancia. Los 
municipios que sufran alguna afectación en sus re-
cursos naturales como consecuencia de la explota-
ción en actividades productivas hídricas que adelan-
te cualquier Entidad, podrán inspeccionar en todo 
momento el manejo que se haga de estos recursos, 
pudiendo emitir conceptos que serán de obligatorio 
cumplimiento para la entidad involucrada, cuando 
observen actuaciones que atenten contra la conser-
vación y protección de sus recursos naturales, espe-
cialmente en lo relacionado con las fuentes hídricas.

Artículo 8°. Sanciones. Cuando las Entidades 
encargadas de desarrollar proyectos hídricos pro-
ductivos, sean requeridas por los municipios afecta-
dos, para que implementen o adecuen programas de 
conservación y tratamiento, de que trata la presente 
ley, y no lo hagan, serán objeto de sanciones pecu-
niarias sucesivas y progresivas que oscilarán entre 
los trescientos (300) y mil (1.000) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes, hasta que den cumpli-
miento con esta exigencia.

Artículo 9°. Las sanciones pecuniarias de que 
trata la presente ley serán impuestas y recaudadas 
por el Ministerio de Medio Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial, el cual destinará los recursos 
percibidos por este concepto al nanciamiento de 
programas y proyectos de conservación ambiental 
que se adelanten en los municipios afectados.

Artículo 10. El Estado a través de sus Corpora-
ciones Autónomas Regionales y el Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, dentro 
de los seis meses siguientes a la promulgación de la 
presente ley, deberá establecer un plan para adquirir 
los predios que se hallen a nombre de particulares 
en áreas de conservación y producción de recursos 
hídricos.

Artículo 11. Vigencia. La presente ley rige a par-
tir de su promulgación y deroga todas las disposi-
ciones que le sean contrarias.

Fernando Tamayo Tamayo,
Senador de la República.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La presente iniciativa tiene como objeto funda-

mental establecer las medidas necesarias que garan-
ticen la conservación de las fuentes hídricas natura-
les, haciendo partícipes en la elaboración, ejecución 
y seguimiento de los programas que se erijan en 
virtud de la presente norma a todos los entes terri-
toriales, principalmente a los municipios que sufran 
una afectación directa en los recursos naturales re-

lacionados con el agua, y que en la actualidad no 
cuentan con las herramientas necesarias que per-
mitan conjurar las posibles irregularidades y mala 
utilización que se hace por parte de las Empresas o 
Instituciones que los explotan. Además de crear un 
estímulo a manera de compensación por usufructo 
de los suelos y subsuelos en que se desarrollen pro-
yectos productivos de explotación hídrica, especial-
mente fuentes de explotación comercial, acueductos 
e hidroeléctricas.

En Colombia el desarrollo de proyectos hídricos 
productivos, es una de las fuentes de rendimientos 
más viables, toda vez que su accionar por lo gene-
ral se destina a la prestación de servicios públicos 
domiciliarios (acueducto o energía), o la utilización 
del agua con nes comerciales, siendo notable su 
fortalecimiento económico para quienes prestan 
este servicio, las normas vigentes de preservación 
son insu cientes para crear auténticos parámetros 
de responsabilidad social y ecológica en muchos de 
estos proyectos, que atentan directamente contra la 
riqueza natural de los municipios afectados, y contra 
los derechos colectivos de todos los colombianos.

Haciendo un acopio de toda la normatividad 
sobre los recursos naturales en el país tenemos ini-
cialmente el Código Nacional de Recursos Natura-
les Renovables y de Protección al Medio Ambiente 
(Ley 2811 de 1974), inspirada en algunos principios 
de la Convención de Estocolmo del año 1992, para 
posteriormente aprobarse la Ley 99 de 1993, que 
complementó la anterior. Seguidamente aparecieron 
otras importantes disposiciones como: Decreto-ley 
2811 de 1974, Decreto 1541 de 1978, Decreto 2857 
de 1981, Decreto 1594 de 1984, Ley 79 de 1986, 
Decreto 048 de 2001, fuera de lo contemplado en el 
Código Civil (arts. 678 al 684 y 891 al 896). Ade-
más que, se ha considerado a la Constitución del 91 
como la norma verde por su abundante normativi-
dad respecto al medio ambiente, que exige de un 
juicioso desarrollo por parte del legislativo. Y si nos 
detenemos a estudiar todos las disposiciones legales 
vigentes, encontramos que las regiones productoras 
de agua en Colombia que aportan para resolver el 
abastecimiento de este indispensable líquido en 
la subsistencia de nuestros nacionales, a través de 
acueductos e hidroeléctricas explotadas por Em-
presas o ciales o particulares de Servicios Públicos 
Domiciliarios, o la industrialización con nes am-
pliamente lucrativos, como lo son las embazadoras 
de agua potable, gaseosas o cervezas, en las tasas 
retributivas por utilización que se les cobran, no son 
bene ciarias en nada para estos territorios, especial-
mente a los municipios.

Por ello se propone una tasa compensatoria a las 
regiones generadoras de agua para proyectos pro-
ductivos, muy diferente a las tasas retributivas por 
servicios ambientales y por utilización de las aguas, 
establecidas principalmente en las Leyes 2811/74 y 
99/93.

El presente proyecto de ley consagra una serie de 
medidas de protección que se desarrolla en varios 
aspectos básicos a saber:

 Establecer los parámetros de compensación 
para los municipios que se ven afectados en sus re-
cursos hídricos naturales, en proporción a los be-
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ne cios sociales y económicos que produzcan los 
proyectos  productivos de tal naturaleza, como lo 
son la generación, transformación, conducción y 
comercialización de energía, lo mismo que la pro-
ducción y conducción de agua potable, y su explota-
ción con nes industriales o comerciales.

 Se faculta a los municipios que proporcionen 
sus recursos hídricos con la explotación y desarrollo 
de este tipo de proyectos, para que puedan exigir a 
las entidades que los adelanten, la implementación 
y ejecución de programas de conservación y trata-
miento racional de las fuentes hídricas.

 Se les con ere a los Municipios afectados  la 
facultad de inspección, así como la de emitir con-
ceptos de obligatorio cumplimiento cuando denoten 
actuaciones que afecten sus recursos hídricos.

 Se dota a los Municipios explotados en sus 
fuentes naturales de agua, con recursos para que 
contribuyan a la preservación, vigilancia y control 
de sus territorios, y puedan crear programas en el 
mejoramiento de vida de sus habitantes, como un 
justo reconocimiento por el aporte que a través de 
su suelo le otorgan a las demás localidades que usu-
fructúan de este vital líquido, por cierto en vía de 
agotamiento por el mal uso que el hombre le ha y 
está dando.

 Se impone al Estado la obligación de establecer 
un plan de adquisición de predios en los que se en-
cuentren las fuentes hídricas naturales, y que hasta 
hoy están en manos de particulares, con las sabidas 
consecuencias del mal uso y explotación que ha de-
generado en la depredación y reducción de nuestra 
riqueza hídrica.

Para poder ahondar en cada una de las garantías 
para la conservación de los recursos hídricos que 
se contemplan en el presente proyecto, es necesario 
establecer que se entiende por proyecto hídrico pro-
ductivo: “toda actividad de explotación productiva 
que se desarrolle con base en los recursos hídricos, 
en especial cuando su objeto sea la prestación de 
un servicio público”, una vez realizada la anterior 
contextualización, nos permitimos precisar, legal, 
social y constitucionalmente las medidas de protec-
ción descritas en el presente proyecto. 

Del contenido del articulado
El artículo primero de esta iniciativa delinea un 

objeto bastante concreto que  materializa la exigen-
cia de normativa superior de integrar a todas las 
personas e instituciones de naturaleza pública o pri-
vada, en el desarrollo de programas de protección 
al medio ambiente, que para el caso, se proyectan 
en garantizar la utilización y conservación de los 
recursos hídricos. Esta premisa de protección se es-
tableció en el mandato constitucional en su artículo 
octavo que consagra la obligación del Estado y de 
todas las personas de proteger las riquezas naturales 
de la Nación. 

Consecuentemente el artículo 80 de nuestra Car-
ta, determina la impostergable obligación del Es-
tado de plani car el manejo y aprovechamiento de 
los recursos naturales  para garantizar su desarrollo 
sostenible, su conservación y restauración, y si ob-
servamos el presente proyecto de ley, no es otro que 
el vivi car el sentir del constituyente, haciendo que 

toda empresa o institución que adelante proyectos 
hídricos productivos o acueductos sea responsable 
por la utilización. 

En el artículo segundo, se establece una com-
pensación que las Instituciones o Empresas que 
desarrollen proyectos hídricos productivos, deben 
cumplir a favor de los municipios que se vean afec-
tados en sus recursos hídricos naturales, haciéndo-
los partícipes en proporción a su afectación de los 
bene cios sociales y económicos que se produzcan.

El artículo tercero de ne claramente el valor de 
la tasa retributiva que las Empresas bene ciarias de 
la explotación, deben contribuir con aquellas regio-
nes productivas que les permiten establecerse y usu-
fructuar de su suelo y subsuelo con amplias utilida-
des y extraordinaria sostenibilidad en la prestación 
del servicio público domiciliario, pues nunca puede 
pensarse que una Institución de esta naturaleza deje 
de ser rentable, porque el solo hecho de proporcio-
nar el líquido vital e imprescindible para el hom-
bre, y la facultad que tienen para suspenderlo por 
falta de pago, le garantiza unos ingresos jos poco 
probables de pérdida. Asunto que por su misma na-
turaleza social de ser indispensable en los hogares 
y evitando que sea materia de incremento en la fac-
turación, se ha propuesto dejar en una tasa ín ma, 
pero muy importante para sus receptores. Además, 
de dejar muy en claro, en su parágrafo, que ninguna 
autoridad legitimada para regular o autorizar tarifas 
de servicios públicos domiciliarios, pueda estable-
cer esta tasa compensatoria como factor para de nir 
las tarifas.

Con el propósito de establecer un mínimo equi-
librio, aunque no rigurosamente justo, por lo renta-
ble, en la jación de una tasa compensatoria mayor, 
para las Empresas que utilizan los recursos natu-
rales hídricos con nes netamente comerciales, no 
indispensables, como lo es la producción de agua 
envasada, cervezas, gaseosas, etc., muy diferente al 
servicio público domiciliarios, se propone una mayor 
contribución, que justi ca el lucro dejado por esta 
explotación, plasmado esto en el artículo cuarto.

En virtud a las facultades que el ejecutivo po-
see para reglamentar las leyes de la república, el 
parágrafo propone que la distribución de los ingre-
sos por este concepto deben ser determinadas por 
el Ministerio de Ambiente, en su justa y equitativa 
proporción de acuerdo al grado de afectación terri-
torial y de explotación de sus fuentes naturales rela-
cionadas con el tema hídrico.

En la misma dirección el artículo quinto deja la 
facultad reglamentaria al Gobierno Nacional para 
que mediante el Ministerio de Ambiente establez-
ca las disposiciones necesarias para controlar los 
recursos percibidos con destinación especí ca a la 
atención de programas de preservación, saneamien-
to básico, vigilancia, control y conservación del me-
dio ambiente y agua potable, con importante énfasis 
en destinar parte de dichos ingresos en mejorar la 
calidad de vida de los habitantes en la jurisdicción 
productora.

Este artículo sexto, no solamente se sustenta en 
las dos máximas constitucionales precitadas al co-
mienzo, ya que se irradia del contenido de los artícu-
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los 49, 58, 79 y 95, los cuales entre otros postulados 
establecen, el derecho de toda persona a gozar de un 
ambiente sano y para tal n, se impone al Estado el 
deber de proteger las zonas de especial importancia 
ecológica y procurar el saneamiento ambiental, con-
ceptos en los que se halla inmersa la protección a las 
fuentes hídricas, su aprovechamiento y conservación.

Cuando nuestra Carta Política determina que la 
propiedad es una función social que implica obli-
gaciones y como tal le es inherente una función 
ecológica, con esta cláusula se condensa en todos 
nosotros el deber de velar por el medio ambiente y 
en especial por nuestras fuentes hídricas, más aún 
cuando se compagina este mandato con el conteni-
do del artículo 95. C.P., en el que se estipuló como 
responsabilidad de los colombianos el velar por 
nuestros recursos naturales. Como vemos la preten-
dida norma es una interpretación clara y e ciente de 
las exigencias que nuestra Constitución hace a to-
dos los colombianos, tendiente a proteger el medio 
ambiente y las fuentes hídricas y hacer partícipes a 
toda la sociedad en el desarrollo de estas medidas, 
en especial cuando se involucra la utilización y con-
servación de los recursos naturales hídricos. 

Una vez descrito el sistema de compensación a 
los municipios y determinada la utilización que se le 
debe dar a los recursos que se perciban por tal con-
cepto, se hace necesario que se faculte a los muni-
cipios afectados, para que adicionalmente puedan 
exigir la implementación de programas de conserva-
ción y tratamiento racional de las fuentes hídricas, 
generándose así la responsabilidad social integral en 
el manejo de nuestros recursos naturales. Esta exi-
gencia a las instituciones o Empresas que adelantan 
proyectos hídricos productivos o acueductos, permite 
la consolidación de un régimen sancionatorio cuan-
do los sujetos obligados en el presente articulado no 
cumplan con este mandato legal, que se deja consa-
grado en los artículos séptimo y octavo del proyecto.

Toda medida será nugatoria cuando no se cuen-
ta con la facultad de inspeccionar y conceptuar, 
para así conocer los pormenores de la materia que 
se pretende proteger, es esta la razón por la cual el 
séptimo de nuestro proyecto establece la facultad de 
inspección en todo momento por parte de los muni-
cipios afectados y en virtud de esta facultad podrán 
emitir conceptos que serán de obligatorio cumpli-
miento por parte de las empresas e instituciones que 
adelanten este tipo de proyectos, cuando de la ins-
pección previa observen  irregularidades que afec-
ten los recurso hídricos de los municipios.

Uno de los mayores problemas que afectan al 
país en materia de preservación de sus fuentes de 
aguas naturales es la no tenencia en propiedad, por 
parte del Estado, de las zonas donde se encuentran 
las fuentes de recursos hídricos, aunque se ha le-
gislado sobre la autonomía que tiene el Gobierno 
de reglamentar el uso del suelo y subsuelo en todo 
el territorio nacional, restringiendo su explotación a 
manos de particulares, cuando el abastecimiento de 
aguas no se hace para la satisfacción de necesidades 
básicas personales o domésticas, es fundamental y 
de nitivo establecer de una vez por todas un norma-
tivo que a corto y mediano plazo institucionalice la 
adquisición de todas las zonas de reserva hídrica del 

país. Aunque se nos puede decir que las CAR y el 
Ministerio de Ambiente ya tiene establecidos algu-
nos programas con este propósito, no son su cien-
tes para prevenir el grave problema que tendremos 
como Nación y el mundo entero, cuando empiece a 
escasear el agua para consumo humano.

Recordemos que Colombia es el cuarto país 
del Universo con el privilegio de ser uno de los 
mayores productores de agua, con excelentes re-
servas futuras y si no exigimos una adecuada pre-
servación, como bien jurídico susceptible de ser 
protegido, para que estos recursos naturales como 
el agua, sean instrumento de desarrollo y subsis-
tencia de los seres humanos, tendremos el grave 
problema de sufrir su falta de prevención, y es a 
los poderes públicos a quienes les corresponde la 
misión de su salvaguardarlos, con medidas más ri-
gurosas y efectivas.

Para solventar tan crítica situación nos permitimos 
presentar ante los miembros del Honorable Congreso 
de la República, la presente iniciativa que pretende 
corregir estas graves falencias que con guran una 
omisión en la responsabilidad del Estado y los par-
ticulares en cuanto a la conservación del medio am-
biente y la sostenibilidad del recurso hídrico natural 
de vital importancia para la vida humana. 

Las consideraciones anteriores nos permiten 
a rmar con toda validez que este proyecto presenta 
factores de conveniencia social, ambiental, consti-
tucional y legal, permitiendo erigir una política pú-
blica de racionalización, utilización y conservación 
de nuestros recursos naturales hídricos. Es así por lo 
que solicitamos a los miembros del honorable Con-
greso de la República acoger la presente iniciativa 
para que cuando surta las exigencias constituciona-
les y legales, pueda ser ley de la república. 

Cordialmente,
Fernando Tamayo Tamayo,

Senador de la República.
SENADO DE LA REPÚBLICA 

SECRETARÍA GENERAL 
(Arts. 139 y ss Ley 5ª de 1992)

El día 17 de abril del año 2012 se radicó en la 
Plenaria del Senado el Proyecto de ley número 228 
de 2012 Senado, con todos y cada uno de los re-
quisitos constitucionales y legales, por el honorable 
Representante, Fernando Tamayo.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

SENADO DE LA REPÚBLICA 
SECRETARÍA GENERAL 

Tramitación de leyes
Bogotá, D. C., 17 de abril de 2012
Señor Presidente:
Con el n de que se proceda a repartir el Proyecto 

de ley número 228 de 2012, por la cual se establece 
el sistema de compensación a los municipios que se 
vean afectados con el desarrollo de proyectos hí-
dricos, productivos y se dictan otras disposiciones, 
me permito pasar a su despacho el expediente de la 
mencionada iniciativa que fue presentada en el día 
de hoy ante Secretaría General. La materia de que 
trata el mencionado proyecto de ley es competencia 
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de la Comisión Quinta Constitucional Permanente, 
de conformidad con las disposiciones reglamenta-
rias y de ley.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., abril 17 de 2012
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el Proyecto de ley de la 

referencia a la Comisión Quinta constitucional y en-
víese copia del mismo a la Imprenta Nacional con el 

n de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.
Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la Repú-

blica,
Juan Manuel Corzo Román.

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

Emilio Otero Dajud.

P O N E N C I A S 
PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 213 DE 2012  

SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Convenio Modi-

-

Mexicanos, suscrito en la ciudad de México el siete  
de diciembre de mil novecientos noventa y ocho”,  
suscrito en ciudad de México, el 1° de agosto de 2011.

Bogotá, D. C., 17 de abril de 2012
Doctora
ALEXANDRA MORENO PIRAQUIVE
Presidente
Comisión Segunda Constitucional Permanente
Senado de la República
Ciudad 
En atención a la designación que me fuera hecha 

por la Mesa Directiva de la Comisión Segunda Per-
manente de Senado y obrando dentro del término 
legal concedido por la Ley 5ª de 1992, me permito 
presentar Ponencia para primer debate al Proyecto 
de ley 213 de 2012, Senado, por medio de la cual 

-
to en la ciudad de México el siete de diciembre de 
mil novecientos noventa y ocho”, suscrito en ciudad 
de México, el 1° de agosto de 2011.

1. Antecedentes
Tanto el Gobierno Colombiano como el de los 

Estados Unidos de México han considerado conve-
niente modi car y adicionar el “ -

, suscrito 
en la ciudad de México, el 7 de diciembre de 1998 
(en adelante el Acuerdo de Cooperación); aprobado 
por el Congreso de la República mediante la Ley 569 
del 2 de febrero de 2000 y declarada exequible por la 
honorable Corte Constitucional en Sentencia número 
C-1334 de 2000. M.P. Alfredo Beltrán Sierra.

2. Objetivo 
La Asistencia y Cooperación Judicial Internacio-

nal se fundamenta en el reconocimiento y ejecución 
de decisiones derivadas de un poder jurisdiccional 
extranjero o de una Autoridad debidamente recono-
cida por el país solicitante.

Ante la imposibilidad jurídica de ejercer esa fa-
cultad fuera del territorio propio del Estado, no obs-
tante que cada Estado puede servirse de sus agentes 
acreditados en el extranjero, en muchas oportuni-
dades los actos procesales necesarios requieren la 
participación de las autoridades extranjeras.

Teniendo en cuenta que: i) muchas veces los 
procedimientos judiciales y extrajudiciales suelen 
ser excesivamente prolongados, y ii) son someti-
das a trámites dispendiosos con el desgaste que 
esta situación conlleva para la administración de 
justicia y para sus usuarios o destinatarios; los Es-
tados han creado mecanismos ágiles, que con ple-
no respeto a los ordenamientos jurídicos internos 
de los mismos, facilitan una administración de jus-
ticia pronta y e caz.

Los mecanismos de cooperación judicial, son ne-
cesarios para evitar el incremento de cualquier ma-
nifestación delictiva, han contribuido en el diseño 
de unos procedimientos que permiten dinamizar y 
asegurar la pronta respuesta, frente a las solicitudes 
recíprocas de las autoridades judiciales en materia 
penal, lo que estimula la con anza en las institucio-
nes judiciales.

No sobra destacar, la importancia de la coope-
ración judicial entre la República de Colombia y 
los Estados Unidos Mexicanos para la creciente 
lucha que adelantan los dos Estados con el pro-
blema mundial de las drogas y la delincuencia 
organizada. 

Así mismo, resulta de gran relevancia los meca-
nismos de cooperación judicial, en aras a facilitar 
la obtención de elementos materiales probatorios y 
documentos útiles para las investigaciones penales 
adelantadas en el territorio de los dos Estados.

3. Finalidad inmediata
El convenio modi catorio pretende de manera 

inmediata: modi car y actualizar los mecanismos 
de cooperación judicial en materia penal entre las 
partes, introducir medios y formas tecnológicas que 
agilice la práctica de pruebas y regular las formas de 
compartir bienes y activos decomisados.

-
catorio

La ley aprobatoria del Convenio consta de dos 
artículos: uno aprobatorio del Convenio y otro de 
vigencia.



Página 6 Miércoles, 18 de abril de 2012 GACETA DEL CONGRESO  158

El artículo aprobatorio transcribe el Convenio 
modi catorio el cual consta de un preámbulo y seis 
artículos que se resume a continuación:

ARTÍCULO 1°
El artículo 1° reemplaza el artículo XI del 

Acuerdo de Cooperación suscito por las partes y 
aprobado por la Ley 569 de 2000, se re ere a la 
ejecución de la solicitud de asistencia en los si-
guientes aspectos:

1. Las pruebas que practiquen las autoridades 
competentes de la parte requerida se ejecutarán 
conforme a su ordenamiento jurídico interno y se-
rán valoradas por el ordenamiento jurídico interno 
de la parte requirente.

2. La parte requirente podrá solicitar a la parte 
requerida la presencia de representantes de autori-
dades competentes, como observadores, en la ejecu-
ción de la asistencia judicial, pudiendo requerir que 
en el desahogo de una prueba testimonial o pericial, 
sus representantes formulen preguntas por medio de 
la autoridad competente de la parte requerida.

3. La presencia y participación de los represen-
tantes deberá estar previamente autorizada por la 
parte requerida, esta última deberá informar con 
antelación a la parte requirente sobre la fecha, hora 
y lugar de la ejecución de la solicitud de asistencia 
jurídica.

4. La parte requirente remitirá la relación de 
nombres, cargos y motivo de la presencia de sus 
representantes, con un plazo razonable de anticipa-
ción a la fecha de la ejecución de la solicitud de 
asistencia jurídica.

ARTÍCULO 2°
El artículo 2° adiciona al artículo XII del Acuer-

do de Cooperación modi cado, incluyendo los ar-
tículos XII BIS y TER que regulan la audiencia 
por videoconferencia y la transmisión espontanea 
de medios de prueba y de información, respectiva-
mente.

ARTÍCULO 3°
El artículo 3° incluye otros artículos después 

del artículo XVIII del Acuerdo de Cooperación, 
así: artículo XVIII BIS prevé otros instrumentos de 
cooperación, artículo XVIII TER señala el momen-
to procesal para poder devolver bienes o activos 
decomisados; artículo XVIII QUATER elude a las 
solicitudes para la compartición de bienes o acti-
vos decomisados; artículo XVIII QUINTUS señala 
la moneda y la forma de pago de bienes o activos 
compartidos y el artículo XVIII SEXTUS establece 
la imposición de condiciones, en cuanto al uso del 
resultado de la compartición de bienes o activos de-
comisados.

ARTÍCULO 4°
El artículo 4° reemplaza el artículo XX del Acuer-

do de Cooperación y dispone que los documentos 
previstos en el presente Acuerdo estén exentos de 
toda legalización consular o formalidad análoga.

ARTÍCULO 5°
El artículo 5° incluye un artículo XX Bis al 

Acuerdo de Cooperación que prescribe otros me-

canismos para facilitar la cooperación jurídica en 
materia penal.

ARTÍCULO 6°
El artículo 6° determina la forma de entrada en 

vigor, en los siguientes términos: 
“[…] -

rá en vigor a los treinta (30) días siguientes de la 
-

mitida a través de la vía diplomática, en que las 
-

quisitos legales internos necesarios para la entrada 
-

cluido. […]”.
PROYECTO DE LEY NÚMERO 213 DE 2012 

SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Convenio Modi-

-

Mexicanos, suscrito en la ciudad de México el siete  
de diciembre de mil novecientos noventa y ocho”,  
suscrito en la ciudad de México, el 1° de agosto de 2011.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébese el -

-

el siete de diciembre de mil novecientos noventa y 
ocho”, suscrito en la ciudad de México, el 1° de 
agosto de 2011.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Conve-

de México el siete de diciembre de mil novecientos 
noventa y ocho”, suscrito en ciudad de México, el 
1° de agosto de 2011, que por el artículo 1° de esta 
ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha 
en que se perfeccione el vínculo internacional res-
pecto de la misma.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

Carlos Emiro Barriga Peñaranda,
Honorable Senador de la República.

Proposición
Dese primer debate al al Proyecto de ley 213 de 

2012, Senado. Por medio de la cual se aprueba el 
-

-

la ciudad de México el siete de diciembre de mil 
novecientos noventa y ocho”, suscrito en ciudad de 
México, el 1° de agosto de 2011.

Carlos Emiro Barriga Peñaranda,
Honorable Senador de la República.
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* * *
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY 81 DE 2011 

SENADO
por la cual se declara Patrimonio Cultural de la 
Nación el Festival Internacional de Cine de Carta-
gena de Indias, se rinde homenaje a su fundador y 

se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 13 de abril de 2012
Honorable Senador
JUAN MANUEL CORZO
Presidente
Senado de la República
Ciudad
Señor Presidente:
En cumplimiento del encargo encomendado por 

la Mesa directiva de la Comisión Segunda Consti-
tucional Permanente del Senado de la República, y 
con fundamento en los artículos 174 y 175 de la Ley 
5ª de 1992, me permito rendir ponencia para segun-
do debate al Proyecto de ley 81 de 2011 Senado, 
por la cual se declara Patrimonio Cultural de la 
Nación el Festival Internacional de Cine de Carta-
gena de Indias, se rinde homenaje a su fundador y 
se dictan otras disposiciones, en los siguientes tér-
minos:

ANTECEDENTES Y TRÁMITE  
LEGISLATIVO

El Proyecto de ley 81 de 2011 Senado es de au-
toría del honorable Senador de la República Lidio 
A. García T., fue radicado el día 16 de agosto de 
2011 ante la Secretaría General de la Corporación. 
Posteriormente el proyecto de ley fue trasladado a 
la Comisión Segunda Constitucional por ser de su 
competencia y designado como ponente para rendir 
informe para primer debate al Honorable Senador 
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Carlos Fernando Motoa Solarte. El referido proyec-
to de ley fue aprobado por unanimidad de los miem-
bros de la Comisión Segunda del Senado el día 29 
de noviembre de 2011.

CONSIDERACIONES DEL PROYECTO
El presente proyecto de ley tiene como objetivo 

declarar patrimonio cultural el Festival Internacional 
de Cine de Cartagena de Indias, así como rendir un 
homenaje a su fundador, el doctor Víctor Nieto, quien 
con su tenacidad, perseverancia y fortaleza hizo que 
Cartagena no solo fuera conocida como baluarte his-
tórico, sino como un gran escenario del séptimo arte. 

Víctor Nieto nació en Cartagena el 6 de mayo 
de 1916, desde sus primeros años fue un hombre 
de farándula, de la radio, del cine y del espectáculo 
en general. En el año de 1939 fundó con el señor 
Haroldo Calvo el radioperiódico Síntesis, de gran 
trascendencia para la radio regional; en 1946 puso 
a funcionar la emisora Radio Miramar, en 1949 
inauguró Radio Centro Miramar y ese mismo año 
inició el Cine Miramar, que promovió una nue-
va sensibilidad cinematográ ca en la ciudad y se 
convirtió en una referencia básica del cineclubis-
mo cartagenero. Así mismo, creó la emisora Ra-
dio Canoa en Cartagena y Radio Cordialidad en la 
ciudad de Barranquilla.

En el año de 1959, junto con un grupo de empre-
sarios, Víctor Nieto inició contactos con la Federa-
ción Internacional de Productores de Films (FIA-
PF), a través de la Embajada de Colombia en París, 
con el n de organizar un festival internacional de 
cine en la ciudad de Cartagena de Indias, el cual 
empezó a realizarse desde 1960.

El Festival de Cine de Cartagena de Indias es un 
certamen cinematográ co de carácter internacional 
(el más antiguo de América Latina) que se lleva a 
cabo en la ciudad de Cartagena desde el año 1960, 
cuando un grupo de empresarios y grandes persona-
lidades de la ciudad, liderados por el señor Víctor 
Nieto, tomaron de la decisión de organizar un festi-
val de cine en la ciudad, teniendo en cuenta las ven-
tajas comparativas ofrecidas por Cartagena, como 
sede del desarrollo turístico nacional, gracias a sus 
fortalezas históricas y bellezas naturales.

La Corporación Festival Internacional de Cine de 
Cartagena es una entidad sin ánimo de lucro, creada 
en 1960 para la realización del Festival, inscrita en 
el Registro de Entidades sin Ánimo de Lucro con el 
número 345 del 5 de marzo de 1997, con personería 
jurídica otorgada por la Gobernación de Bolívar en 
1972 bajo el número 0023, inscrita en la Cámara de 
Comercio de Cartagena el 5 de marzo de 1997 con 
el número 301 del libro respectivo.

Para realizar el Festival, la Corporación ha con-
tado con el apoyo del Gobierno Nacional a través de 
los diferentes organismos que han tenido a su cargo 
la orientación, el manejo y la promoción de la ci-
nematografía nacional así como del sector privado, 
consolidándose hoy como el evento cinematográ -
co más importante que tiene el país y el certamen 
cultural más destacado de la ciudad de Cartagena. 

Desde la creación del Festival, Cartagena se ha 
ido posicionando como la localidad más codiciada 

para los rodajes de las grandes productoras. Más 
de ochenta películas a nivel local, nacional e inter-
nacional se han lmado en la ciudad. En sus más 
de cincuenta años de existencia, el Festival se ha 
convertido en un punto de encuentro para los di-
rectores, actores, distribuidores y productores del 
cine nacional e iberoamericano. Hoy en día cuenta 
con la aprobación de la Federación Internacional de 
Asociaciones de Productores de Films (FIAPF), que 
certi ca a los festivales de cine y veri ca que cum-
plan con los estándares de calidad establecidos por 
la Federación.

El Festival Internacional de Cine de Cartagena 
se ha especializado en el cine iberoamericano y en 
los últimos años ha exhibido alrededor de doscien-
tas obras audiovisuales entre largometrajes, corto-
metrajes y videos internacionales, con el objetivo 
especí co de promover y desarrollar la industria ci-
nematográ ca, así como contribuir a la hermandad 
entre los pueblos y al reconocimiento de la diversi-
dad cultural y audiovisual. 

Los ganadores del Festival son elegidos por un 
jurado experto conformado por personalidades na-
cionales e internacionales y reciben la estatuilla In-
dia Catalina a lo Mejor del Cine Iberoamericano, 
pero este evento también realiza premiaciones es-
peciales para la televisión de Colombia desde 1984, 
y desde el año 2007 son diecinueve las categorías 
premiadas. Así mismo, cuenta con una competencia 
de cortometrajes iberoamericanos y videos de jóve-
nes creadores colombianos.

Desde hace cinco años, gracias al apoyo y ges-
tión de la Dirección de Cinematografía y Proimá-
genes en Movimiento, se realiza el Encuentro de 
Productores, un evento que reúne a importantes per-
sonalidades de la cinematografía iberoamericana, lo 
que permite a decenas de nuevos realizadores un es-
pacio profesional que se traduce en oportunidades 
para concretar sus proyectos.

Actualmente el cine colombiano se encuentra en 
un proceso importante de consolidación. Hace diez 
años el promedio anual de producciones no supera-
ba las cuatro. Ahora, gracias a la labor desarrollada 
por la Dirección de Cinematografía y Proimágenes 
en Movimiento, el promedio subió a más de diez 
películas y el número de realizadores interesados en 
producir cine sigue creciendo.

El cine colombiano y el cine latinoamericano 
comparten una de las di cultades centrales del de-
sarrollo de la mayoría de los cines nacionales: la 
ausencia de promoción y divulgación de realizado-
res y obras, el conocimiento y reconocimiento de 
los públicos de sus propios países y la falta de un 
mercado nacional que permita la sobrevivencia y 
expansión del cine nacional como industria. Estas 
di cultades hacen del Festival de Cine un escena-
rio especial para enfrentar en forma exitosa tales 
problemas, por su muestra y promoción nacional e 
internacional, por su estímulo a acuerdos de copro-
ducción y producción, por su capacidad relacional 
de todos los estamentos del mundo del cine colom-
biano (productores, realizadores, actores, actrices, 
guionistas, críticos, cineclubistas, medios de infor-
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mación, etc.), por la discusión de nuevos proyectos 
cinematográ cos y por la formación de públicos.

El Festival promueve la diversidad cultural al 
propiciar y realizar la exhibición de obras de los 
países iberoamericanos y caribeños, la más amplia 
recepción y discusión de las obras, historias, ten-
dencias y realizaciones de los cines nacionales de 
esta parte del mundo que signi can representacio-
nes artísticas identitarias de los países participantes. 
Dados los criterios de selección del Festival, cada 
película participante constituye un genuino mensaje 
de identidad de la vida social y cotidiana de los pue-
blos y las naciones representados.

Es por eso que hoy en día el Festival es reconocido 
por sus secciones y muestras de Cine Iberoamericano, 
Cine Colombiano, Muestra Internacional, Concurso 
de la Televisión Colombiana, Concurso Iberoame-
ricano de Cortometrajes, Encuentro de Producto-
res, Concurso de Televisión, Cine en Construcción, 
eventos teóricos, entre muchísimos otros progra-
mas, eventos y atracciones que lo ubican, frente a 
certámenes del género en el mundo entero, como 
una institución respetable y prestigiosa.

FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES  
Y LEGALES

CARTA POLÍTICA
Artículo 7°. “El Estado reconoce y protege la 

diversidad cultural de la Nación colombiana”.
Artículo 8°. “Es obligación del Estado y de las 

personas proteger las riquezas culturales de la 
Nación”.

Artículo 70. “El Estado tiene el deber de pro-
mover y fomentar el acceso a la cultura de todos 
los colombianos en igualdad de oportunidades, por 
medio de la educación permanente y la enseñanza 
artística y profesional en todas las etapas del proce-
so de creación de la identidad nacional”.

La cultura en sus diversas manifestaciones es 
fundamento de la nacionalidad. El Estado promo-
verá el desarrollo y la difusión de los valores cul-
turales de la Nación”.

Artículo 71. “El Estado creará incentivos para 
personas e instituciones que desarrollen y fomen-
ten la ciencia y la tecnología y las demás manifes-
taciones culturales, y ofrecerá estímulos especiales 
a personas e instituciones que ejerzan estas activi-
dades”.

A partir de la Constitución de 1991, la cultura 
ha sido reconocida como un pilar fundamental del 
Estado Social de Derecho, el cual requiere especial 
protección, fomento y divulgación del Estado. Es 
amplio el conjunto de normas constitucionales que 
protegen la diversidad cultural como valor funda-
mental de la nación, erigiéndose de esta forma lo 
que la honorable Corte Constitucional ha denomi-
nado como la Constitución Cultural.

En Sentencia C-742 de 2006, la honorable Corte 
Constitucional señaló al respecto:

“(…) el artículo 2º
esencial del Estado el de facilitar la participación 
de todos en la vida cultural de la Nación. Los artí-
culos 7º y 8º de la Carta dispusieron la obligación 

del Estado de proteger la diversidad y riquezas cul-
turales de la Nación. El artículo 44 -
ra como un derecho fundamental de los niños. El 
artículo 67 señala que la educación es un derecho 

-
ción. El artículo 70
que el Estado tiene la obligación de promover y fo-
mentar el acceso a la cultura de los colombianos, 
en tanto que la cultura y/o los valores culturales 
son el fundamento de la nacionalidad colombiana. 
En esta misma línea, el artículo 71 de la Constitu-
ción dispuso que el Estado creará incentivos para 

protección de los recursos culturales no solo es una 
responsabilidad a cargo del Estado sino que tam-
bién es un deber de los ciudadanos, en los términos 
previstos en el artículo 95, numeral 8º, superior. De 
todas maneras, los artículos 311 y 313, numeral 
9º, de la Carta encomiendan, de manera especial, 
a los municipios, el mejoramiento social y cultural 
de sus habitantes. Por su parte, el artículo 333 su-
perior autorizó al legislador a limitar válidamente 
la libertad económica cuando se trata de proteger 

con especial relevancia para el análisis del asunto 
sometido a estudio de esta Corporación, recuérdese 
que el artículo 72 de la Carta dispuso que “el patri-
monio cultural de la Nación está bajo la protección 
del Estado, pero que solo “el patrimonio arqueo-
lógico y otros bienes culturales que conforman la 
identidad nacional pertenecen a la Nación y son in-
alienables, inembargables e imprescriptibles”. 

La descripción anterior muestra que, efectiva-
mente, la protección del patrimonio cultural de la 
Nación tiene especial relevancia en la Constitución, 
en tanto que este constituye un signo o una expre-
sión de la cultura humana, de un tiempo, de cir-

en el territorio, pero que desbordan sus límites y 
dimensiones. Entonces, la salvaguarda estatal del 
patrimonio cultural de la Nación tiene sentido en 
cuanto, después de un proceso de formación, trans-
formación y apropiación, expresa la identidad de 
un grupo social en un momento histórico.

De igual manera, si bien los artículos 8º y 70 
superiores consagraron el deber del Estado de pro-
teger las riquezas culturales de la Nación y promo-
ver y fomentar el acceso a la cultura de todos los 
ciudadanos, no señalaron fórmulas precisas para 
llegar a ese cometido, de ahí que deba entenderse 
que el Constituyente dejó al legislador o al ejecuti-
vo a cargo de esa reglamentación”. 

Así mismo, en Sentencia C-639 de 2009, la Cor-
te Constitucional con ponencia del Magistrado Jor-
ge Iván Palacio Palacio puntualizó que:

“Con la expresión derechos culturales se desig-
na la subclase de derechos humanos en el ámbito 
de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
que comprende los derechos y libertades fundamen-
tales, los derechos de prestación y las determina-

la propia identidad personal y colectiva que ubique 
a la persona en su medio existencial en cuanto a su 
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pasado (tradición y conservación de su patrimonio 
histórico y artístico), presente (admiración, creación 
y comunicación cultural) y futuro (educación y pro-

protección y restauración del medio ambiente)”. 
La Ley 397 de 1997, por la cual se desarrollan 

los artículos 70, 71 y 72 y demás artículos con-
cordantes de la Constitución Política y se dictan 
normas sobre patrimonio cultural, fomentos y 
estímulos a la cultura, se crea el Ministerio de 
la Cultura y se trasladan algunas dependencias 
establece:

Artículo 18. De los estímulos. “El Estado, a 
través del Ministerio de Cultura y las entidades 
territoriales, establecerá estímulos especiales y 
promocionará la creación, la actividad artística y 
cultural, la investigación y el fortalecimiento de 
las expresiones culturales. Para tal efecto estable-
cerá, entre otros programas, bolsas de trabajo, be-
cas, premios anuales, concursos, festivales, talleres 
de formación artística, apoyo a personas y grupos 
dedicados a actividades culturales, ferias, exposi-
ciones, unidades móviles de divulgación cultural, y 
otorgará incentivos y créditos especiales para artis-
tas sobresalientes, así como para integrantes de las 
comunidades locales en el campo de la creación, 
la ejecución, la experimentación, la formación y la 
investigación a nivel individual y colectivo en cada 
una de las siguientes expresiones culturales:

d) Expresiones culturales tradicionales, tales 
como el folclor, las artesanías, la narrativa popular 
y la memoria cultural de las diversas regiones y co-

ñ) Y otras que surjan de la evolución sociocultu-
ral, previo concepto del Ministerio de Cultura.

Así mismo y sobre la materia, la Ley 1185 de 
2008, dispone:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 4° de la 
Ley 397 de 1997, el cual quedará así: Integración 
del patrimonio cultural de la Nación. “El patri-
monio cultural de la Nación está constituido por 
todos los bienes materiales, las manifestaciones 
inmateriales, los productos y las representaciones 
de la cultura que son expresión de la nacionalidad 
colombiana, tales como la lengua castellana, las 
lenguas y dialectos de las comunidades indígenas, 
negras y creoles, la tradición, el conocimiento an-

cestral, el paisaje cultural, las costumbres y los há-
bitos, así como los bienes materiales de naturaleza 
mueble e inmueble a los que se les atribuye, entre 

estético o simbólico en ámbitos como el plástico, 
arquitectónico, urbano, arqueológico, lingüístico, 
sonoro, musical, audiovisual, fílmico, testimonial, 
documental
antropológico”.

Por otra parte, la Carta Política de Colombia, en 
su artículo 150, numeral 15 faculta al Congreso de 
la República a expedir leyes de honores; competen-
cia que se encuentra desarrollada en el artículo 2° de 
la Ley 3ª de 1992, disponiendo que son las Comi-
siones Segundas Constitucionales del Congreso, las 
encargadas de estudiar y tramitar este tipo de inicia-
tivas legislativas. 

Sobre la pertinencia de la misma, la honorable 
Corte Constitucional se ha pronunciado en diver-
sas oportunidades en relación a la viabilidad de las 
leyes de honores y ha sostenido, que el Congreso 
puede aprobar leyes que comporten gasto público, 
siempre y cuando no obliguen al Ejecutivo.

La Corte Constitucional ha expresado1, “que el 

como también que el Congreso está habilitado para 

pero que la inclusión de las partidas presupuestales 
en el presupuesto de gastos corresponde exclusiva-

Corte ha explicado que el legislador puede auto-

las entidades territoriales, siempre y cuando en las 
normas respectivas se establezca que el desembol-

Sobre esta materia, en la sentencia C-113 de 2004, 
quedó consignado: 

“(…) la Corte Constitucional ha establecido i) 
que no existe reparo de constitucionalidad en con-
tra de las normas que se limitan a ‘autorizar’ al 

manera lo conminan a hacerlo. En esos casos ha di-
cho la Corporación que la Ley Orgánica del Presu-

la potestad para decidir si incluye o no dentro de 
sus prioridades, y de acuerdo con la disponibilidad 
presupuestal, los gastos autorizados en las dispo-

-
toriales, son compatibles con los mandatos de natu-
raleza orgánica sobre distribución de competencias 
y recursos contenidos en la Ley 715 de 2001 cuando 
se enmarcan dentro de las excepciones señaladas 
en el artículo 102 de dicha ley, a saber, cuando se 
trata de las ‘apropiaciones presupuestales para la 
ejecución a cargo de la Nación con participación 
de las entidades territoriales, del principio de con-

1 Sentencia Corte Constitucional C-506 de 2009 M. P. 
Jorge Iván Palacio Palacio.
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programas en desarrollo de funciones de competen-
cia exclusiva de las entidades territoriales’”.

Igualmente la Corte ha señalado2, “que, salvo las 
restricciones constitucionales expresas, el Congre-

-

si incluye o no en el respectivo proyecto de presu-
puesto esos gastos, por lo cual no puede el Con-
greso, al decretar un gasto, ordenar traslados pre-
supuestales para arbitrar los respectivos recursos. 
Por ende, el escrutinio judicial para determinar si 
en este aspecto una ley es o no constitucional con-
siste en analizar si la respectiva norma consagra 
un mandato imperativo dirigido al ejecutivo, caso 
en el cual es inexequible, o si, por el contrario, se 
trata de una ley que se contrae a decretar un gasto 

correspondiente, en la ley de presupuesto3 evento 
en el cual es perfectamente legítima.

-
pia (artículo 150 numeral 15 C. P.) que en todo caso 
guarda proporción con las demás disposiciones en 
la materia, pues se mantienen incólumes la facultad 
del legislador para establecer las rentas naciona-

150 numeral 11 C. P.), la imposibilidad de hacer 

sido decretado por el Congreso (artículo 345 C. P.), 

partidas que correspondan a un gasto decretado 
conforme ley anterior (artículo 346 C. P.). También 

-

otras cosas, elaborar anualmente el Presupuesto de 
-

sentar ante el Congreso (artículo 346 C. P.)”.
La Corte Constitucional aclara que una cosa es 

“autorizar” y otra muy distinta “ordenar” las trans-
ferencias al Presupuesto General de la Nación, por 
cuanto el Congreso sólo está legitimado para rea-
lizar la primera acción (autorizar), dejándose a la 
potestad discrecional del Ejecutivo la decisión de 
incluir o no, dentro de sus prioridades, y de acuerdo 
con la disponibilidad presupuestal, los gastos auto-
rizados en la norma aprobada.

Aparte de los argumentos sobre la viabilidad de 
la presente iniciativa legislativa, es menester reco-
nocer que además de los requisitos establecidos por 
la Constitución para su aprobación, el ordenamiento 
jurídico consagra un requisito adicional, estipulado 
en el artículo 7° de la Ley 819 de 2003, y referen-
te al análisis del impacto scal que debe tener toda 
norma aprobada, determinando que deberá incluirse 
expresamente en la exposición de motivos y en las 
ponencias de trámite respectivas los costos sca-
les de la iniciativa y la fuente de ingreso adicional 
generada para el nanciamiento de dicho costo. La 
misma norma legal determina que el Ministerio de 
2 Sentencia C-490 de 1994. M. P. Eduardo Cifuentes 

Muñoz.
3 Sentencia C-360 de 1994. M. P. Eduardo Cifuentes 

Muñoz.

Hacienda y Crédito Público, en cualquier tiempo 
durante el respectivo trámite en el Congreso de la 
República, deberá rendir su concepto frente al pro-
yecto, considerándose como un deber de colabora-
ción por parte del Ejecutivo, quien asesorará me-
diante su concepto el impacto scal que este puede 
tener, sin embargo, no sobra anotar que la Corte 
Constitucional ha aclarado que la ausencia de este 
requisito no constituye ningún vicio de procedibili-
dad en el trámite legislativo. 

Sobre lo anterior la Corte Constitucional, me-
diante la Sentencia C-315 de 2008 M. P. Jaime Cór-
doba Triviño, precisó: 

 “Del precedente transcrito pueden sintetizarse 
las siguientes reglas, en cuanto al contenido y al-

de los proyectos de ley: 
Las obligaciones previstas en el artículo 7º de 

la Ley 819/03 constituyen un parámetro de racio-
nalidad legislativa, que está encaminado a cumplir 
propósitos constitucionalmente valiosos, entre ellos 

-
croeconómica y la aplicación efectiva de las leyes. 

-
tibilidad entre el contenido del proyecto de ley y las 
proyecciones de la política económica, disminuye el 
margen de incertidumbre respecto de la ejecución 
material de las previsiones legislativas.

de los proyectos de ley y la planeación de la política 
económica, empero, no puede comprenderse como 
un requisito de trámite para la aprobación de las 
iniciativas legislativas cuyo cumplimiento recaiga 
exclusivamente en el Congreso. Ello en tanto (i) el 
Congreso carece de las instancias de evaluación 

proyecto, la determinación de las fuentes adicio-

interpretación de esta naturaleza constituiría una 
carga irrazonable para el Legislador y otorgaría un 
poder correlativo de veto al Ejecutivo, a través del 
Ministerio de Hacienda, respecto de la competencia 

carácter, que involucra una barrera en la función 
constitucional de producción normativa, se mues-
tra incompatible con el balance entre los poderes 

Si se considera dicho mandato como un mecanis-
mo de racionalidad legislativa, su cumplimiento co-
rresponde inicialmente al Ministerio de Hacienda y 

mediante las herramientas que tiene a su alcance, 
la compatibilidad entre los gastos que genera la ini-
ciativa legislativa y las proyecciones de la política 

-
cutivo considera que las cámaras han efectuado un 

citado Ministerio el deber de concurrir al procedi-
miento legislativo, en aras de ilustrar al Congreso 
sobre las consecuencias económicas del proyecto. 

El artículo 7º de la Ley 819/03 no puede inter-
pretarse de modo tal que la falta de concurrencia 
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-
tro del proceso legislativo, afecte la validez consti-
tucional del trámite respectivo”.

Intervención del Ministerio de Cultura
El Ministerio de Cultura, en respuesta de la so-

licitud realizada por mi despacho, se expresó frente 
a la iniciativa parlamentaria de la siguiente manera:

“En atención al proyecto de ley de la referencia 
me permito manifestar, luego del correspondiente 
análisis por parte de este Ministerio, las observa-
ciones de carácter constitucional que tenemos fren-
te al mismo para que se proceda, de considerarlo 
pertinente, al archivo del mismo. 

Sea lo primero manifestar que el Ministerio de 
Cultura reconoce la importancia y contribución al 

-
val Internacional de Cine de Cartagena. Sin embar-
go, al analizar el proyecto de ley que cursa actual-

los siguientes reparos sobre la inconstitucionalidad 
de varios de los apartes de dicho proyecto de ley, 
que hacen forzosa su objeción: 

vicios de inconstitucionalidad que pueden ser resu-
midos de la siguiente manera: 

Violación de los artículos 136 y 151 de la Cons-
titución Política. 

cómo los lineamientos planteados van en contra de 
la Constitución política, como se analiza a conti-
nuación: 

Artículo 3°. 
La Nación, a través del Ministerio de la Cultura, 

contribuirá al fomento, promoción, protección, con-

del Festival Internacional de Cine de Cartagena de 
Indias y de los valores culturales que se originan 
alrededor de la cultura y la cinematografía. 

para efectuar asignaciones presupuestales para la 
ejecución de las siguientes actividades: 

a) Colocación de una placa especial conmemo-
rativa en la sede principal del Festival. 

b) Colocación de un retrato al óleo del fundador 
del Festival de Cine, Víctor Nieto, en el recinto o 
salón principal del Ministerio de la Cultura. 

c) Inclusión en el presupuesto de gastos de la 
Nación de una partida anual de quinientos millones 
de pesos ($500.000.000) con destino a la promo-
ción, sostenimiento, conservación, divulgación y 
realización del Festival. 

Esta partida se incrementará cada año en un 
porcentaje igual al índice de precios al consumidor 

dispone: 
Artículo 4°. 
El Ministerio de la Cultura otorgará cada año 

una beca, que llevará el nombre de Víctor Nieto, 
entre los jóvenes creadores colombianos que parti-
cipen en el Festival de Cine de Cartagena con lar-

gometrajes o cortometrajes, para su formación ci-
-

no reglamentará las condiciones, requisitos y bases 

En este sentido la Constitución política establece: 
“Artículo 136. 
Se prohíbe al Congreso y a cada una de sus Cá-

maras 
1… 
“4. Decretar a favor de personas o entidades 

-
ciones, pensiones u otras erogaciones que no estén 
destinadas a satisfacer créditos o derechos recono-
cidos con arreglo a la ley preexistente”. 

-
miento constitucional dispone: 

“Artículo 151. 
El Congreso expedirá leyes orgánicas a las cua-

les estará sujeto el ejercicio de la actividad legisla-
tiva. Por medio de ellas se establecerán los regla-
mentos del Congreso y de cada una de las Cámaras, 
las normas sobre preparación, aprobación y ejecu-
ción del presupuesto de rentas y ley de apropiacio-
nes y del plan general de desarrollo, y las relativas 
a la asignación de competencias normativas a las 
entidades territoriales. Las leyes orgánicas reque-
rirán, para su aprobación, la mayoría absoluta de 
los votos de los miembros de una y otra Cámara”. 

En desarrollo de dicha atribución el Congreso 

2003 “Por la cual se dictan normas orgánicas en 
materia de presupuesto, responsabilidad y transpa-

El artículo 7° de la mencionada ley orgánica, 
en sus tres primeros incisos, dispuso:

 “Artículo 7°. 

-
yecto de ley, ordenanza o acuerdo, que ordene gasto 

-
se explícito y deberá ser compatible con el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo”.  

“Para estos propósitos, deberá incluirse expre-
samente en la exposición de motivos y en las ponen-

iniciativa y la fuente de ingreso adicional generada 

en cualquier tiempo durante el respectivo trámite 

concepto frente a la consistencia de lo dispuesto en 
-

drá ir en contravía del Marco Fiscal de Mediano 

Congreso”. 
Como lo dispone el inciso primero de la norma 

transcrita en los proyectos de ley que cursan en el 
Congreso que ordenan gasto debe ser explícito el 

con el Marco Fiscal de Mediano Plazo. 
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Es claro que en el proyecto de ley que se estudia 
se plantea en sus artículos 3° y 4°, las obligaciones 
a cargo del Ministerio de Cultura las cuales impli-
can gastos. 

Lo que debe resaltarse es que lo que dispone la 
Ley 819 de 2003 es que los proyectos de ley deben 

el Marco Fiscal de Mediano Plazo. Por esto el plan-
tear que los recursos presupuestales que se utiliza-
rán para la ejecución de lo dispuesto en el proyec-
to de ley, serán los derivados de la asignación de 
recursos presupuestales de los órganos ejecutores, 
se constituye en una forma de eludir el contenido 
sustancial del artículo 7° de la Ley 819 de 2003. 

De esta manera, al desconocer el legislador el 
contenido del artículo 7° de la Ley 819 de 2003 
(Ley Orgánica), incurre en violación indirecta del 
artículo 151 de la Constitución Política. 

Violación de los artículos 345 y 351 de la Cons-
titución Nacional. 

Disponen estos artículos: 
“Artículo 345. 
En tiempo de paz no se podrá percibir contribu-

rentas, ni hacer erogación con cargo al Tesoro que 
no se halle incluida en el de gastos. 

que no haya sido decretado por el Congreso, por las 
asambleas departamentales, o por los concejos dis-
tritales o municipales, ni transferir crédito alguno 
a objeto no previsto en el respectivo presupuesto”. 

“Artículo 351. 
El Congreso no podrá aumentar ninguna de las 

partidas del presupuesto de gastos propuestas por 
-

tación escrita del ministro del ramo. 
El Congreso podrá eliminar o reducir partidas 

-
ción de las que se necesitan para el servicio de la 

-
les del Estado, la atención completa de los servicios 
ordinarios de la administración y las inversiones 
autorizadas en los planes y programas a que se re-

Si se elevare el cálculo de las rentas, o si se eli-
minaren o disminuyeren algunas de las partidas del 
proyecto respectivo, las sumas así disponibles, sin 
exceder su cuantía, podrán aplicarse a otras inver-
siones o gastos autorizados conforme a lo prescrito 

-
ción”. 

supremas, se establece en el artículo 345 que “el 

-
ponder al Plan Nacional de Desarrollo” y que en 
su artículo 351 dispone que “el Congreso no podrá 
aumentar ninguna de las partidas del presupuesto 

nueva, sino con la aceptación escrita del ministro 
del ramo”. Responsabilidad que implica la estima-

entrarán a formar parte del presupuesto, de acuer-
do con las disponibilidades de los recursos en cada 

-
nal para tomar las decisiones de partidas de gasto 

-
cal, y determinar su monto. En concordancia con 
las disposiciones constitucionales mencionadas, el 
artículo 39 del Estatuto Orgánico de Presupues-
to, dispone que “los gastos autorizados por leyes 
preexistentes a la presentación del proyecto anual 

-
porados a este, de acuerdo con disponibilidad de 

-
braya fuera de texto). 

De lo anterior se desprende que, si bien el Con-

-
cido en el Plan Nacional de Desarrollo, qué par-

Nación. 
(…)
De acuerdo a lo anterior es claro que en el pro-

yecto en estudio no existe antecedente alguno, ni 
siquiera en la exposición de motivos que indique 

sumas requeridas para dar cumplimiento al obje-
to del proyecto de ley tenga un respaldo real en el 
presupuesto nacional de acuerdo con lo estableci-
do en las normas que rigen la materia. Es eviden-
te que sencillamente obedecen a la pretensión del 
legislador, sin que se pueda determinar que exista 
un estudio serio y juicioso que permita determinar 
cuáles fueron los criterios tenidos en cuenta por el 
legislador para llegar a estimar de manera seria y 
razonada las cifras requeridas, y por lo tanto, los 
estudios de impacto mínimos que se requieren para 
empezar el trámite de la iniciativa legislativa”.

Intervención del Ministerio de Hacienda  
y Crédito Público

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en 
respuesta de la solicitud realizada por mi despacho, 
se expresó frente a la iniciativa parlamentaria de la 
siguiente manera:

“De manera atenta me permito exponer los co-
mentarios que el Ministerio de Hacienda y Crédi-

-

de 2011 Senado, por la cual se declara patrimonio 
cultural de la Nación el Festival Internacional de 
Cine de Cartagena de Indias, se rinde homenaje a 
su fundador y se dictan otras disposiciones”.

El proyecto de la referencia no es congruente 
-

do, pues presiona el gasto sin la respectiva fuente 

gasto que se tienen previstas, es prioritario analizar 
por parte del Congreso, la pertinencia de la aproba-

-

quien tiene la competencia para proponer el gasto 
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mediante el proyecto de ley anual de presupuesto, 
mientras que el Congreso tiene competencia para 

“en virtud del principio de legalidad del gasto, el 

decretar las erogaciones necesarias destinadas a la 
ejecución de proyectos inherentes al Estado, atri-
bución que sólo puede ejercer el Ejecutivo, cuando 

estados de excepción. Por su parte, la Carta reser-

el presupuesto las partidas correspondientes a tales 
-

ciones a sus propuestas de gastos y a su estimativo 
de rentas (artículos 349 y 351) (…) por lo anterior 
esta Corporación ha señalado que salvo las res-
tricciones constitucionales expresas, el Congreso 

-
cluye o no en el respectivo proyecto de presupuesto 
esas erogaciones, por lo cual no puede el Congreso, 
al decretar un gasto “ordenar traslados presupues-
tales ´para arbitrar los respectivos recursos’ (…)”.

Por lo anterior, no es constitucional, el literal c) 
del artículo 3° del proyecto de ley, el cual establece 
“Inclusión en el presupuesto de gastos de la N de 
una partida anual de quinientos millones de pesos 
($500.000.000) con destino a la promoción, soste-
nimiento, conservación, divulgación y realización 
del festival”.

Teniendo en cuenta las anteriores consideracio-
nes, de la manera más respetuosa el Ministerio de 
Hacienda se permite hacer un llamado al honora-

posibilidad de archivar la iniciativa, no sin antes 
manifestarle muy atentamente nuestra voluntad de 
colaborar con la actividad legislativa dentro de los 
parámetros constitucionales y legales de disciplina 

MODIFICACIONES PROPUESTAS
Se propone para segundo debate suprimir el ar-

tículo cuarto (4°) del proyecto de ley aprobado en 
primer debate, con el n de ajustar el texto del pro-
yecto a las sentencias de constitucionalidad antes 
mencionadas. 

CONCLUSIONES
En este orden de ideas, no cabe duda de que el 

Congreso cuenta con la posibilidad de decretar gas-
tos públicos y es labor del Ejecutivo analizarlos y 
autorizarlos en el Presupuesto General de la Nación, 
siempre y cuando se incluya la palabra autorícese y 
no ordénese, dejando la facultad discrecional al Eje-
cutivo para que este incluya o no los gastos autori-
zados en el proyecto de ley; sin embargo, pese a los 
conceptos negativos enviados tanto por el Ministe-
rio de Cultura como por el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, acojo el pronunciamiento de la 
Corte Constitucional en Sentencia C-315 de 2008 
M.P. Jaime Córdoba Triviño donde se expresa que 
“
los proyectos de ley y la planeación de la política 
económica, empero, no puede comprenderse como 
un requisito de trámite para la aprobación de las 

iniciativas legislativas cuyo cumplimiento recaiga 
exclusivamente en el Congreso” “no puede inter-
pretarse que la falta de concurrencia del Ministerio 

legislativo, afecte la validez constitucional del trá-
mite respectivo”.

De lo anteriormente expuesto, queda claro que el 
Proyecto de Ley número 81 de 2011, Senado, tiene 
como objetivo el fortalecimiento y fomento de la 
Cultura, apoyando una de sus más sobresalientes ma-
nifestaciones, como es la cinematografía en el marco 
del Festival Internacional de Cine de Cartagena.

PROPOSICIÓN
Por las consideraciones anteriormente expuestas 

solicito a los honorables Senadores, miembros de 
la Plenaria del Senado de la República, aprobar en 
segundo en debate el Proyecto de ley 81 de 2011 
Senado, por la cual se declara Patrimonio Cultural 
de la Nación el Festival Internacional de Cine de 
Cartagena de Indias, se rinde homenaje a su fun-
dador y se dictan otras disposiciones, con las modi-

caciones propuestas en este informe de ponencia.
De los honorables Senadores, 

Carlos Fernando Motoa Solarte.
Senador Ponente 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 81 DE 2011  
SENADO

por la cual se declara Patrimonio Cultural de la 
Nación el Festival Internacional de Cine de Carta-
gena de Indias, se rinde homenaje a su fundador y 

se dictan otras disposiciones. 
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Declárase Patrimonio Cultural de la 

Nación el Festival Internacional de Cine de Carta-
gena de Indias, que se celebra anualmente, desde 
1960, en el Distrito Turístico y Cultural de Cartage-
na de Indias.

Artículo 2°. La República de Colombia rinde 
homenaje al señor Víctor Nieto, fundador del Fes-
tival Internacional de Cine de Cartagena de Indias 
y exalta su contribución al fortalecimiento de la in-
dustria cinematográ ca nacional e iberoamericana 
así como la difusión de la diversidad cultural de la 
Nación.

Artículo 3°. La Nación, a través del Ministe-
rio de Cultura, contribuirá al fomento, promoción, 
protección, conservación, divulgación, desarrollo y 

nanciación del Festival Internacional de Cine de 
Cartagena de Indias y de los valores culturales que 
se originan alrededor de la cultura y la cinemato-
grafía.

Con tal n, autorícese al Gobierno Nacional para 
efectuar asignaciones presupuestales para la ejecu-
ción de las siguientes actividades:

a) Elaboración de una placa especial conmemo-
rativa en la sede principal del Festival.

b) Elaboración de un retrato al óleo del fundador 
del Festival de Cine, señor Víctor Nieto, el cual ins-
talará en el recinto o salón principal del Ministerio 
de Cultura.
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c) Inclusión el Presupuesto General de la Nación 
de las partidas necesarias para cumplir con el obje-
tivo de esta ley.

Artículo 4°. Esta ley rige a partir de su publi-
cación.

Carlos Fernando Motoa Solarte,
Senador Ponente.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN PRI-
MER DEBATE DE LA COMISIÓN SEGUN-
DA CONSTITUCIONAL PERMANENTE AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 81 DE 2011 

SENADO 
por la cual se declara Patrimonio Cultural de la 
Nación el Festival Internacional de Cine de Carta-
gena de Indias, se rinde homenaje a su fundador y 

se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Declárase Patrimonio Cultural de la 

Nación el Festival Internacional de Cine de Carta-
gena de Indias, que se celebra anualmente, desde 
1960, en el Distrito Turístico y Cultural de Cartage-
na de Indias.

Artículo 2°. La República de Colombia rinde ho-
menaje al señor Víctor Nieto, Fundador del Festi-
val Internacional de Cine de Cartagena de Indias 
y exalta su contribución al fortalecimiento de la in-
dustria cinematográ ca nacional e iberoamericana 
así como la difusión de la diversidad cultural de la 
Nación.

Artículo 3°. La Nación, a través del Ministerio 
de la Cultura, contribuirá al fomento, promoción, 
protección, conservación, divulgación, desarrollo y 

nanciación del Festival Internacional de Cine de 
Cartagena de Indias y de los valores culturales que 
se originan alrededor de la cultura y la cinemato-
grafía.

Con tal n, autorícese al Gobierno Nacional para 
efectuar asignaciones presupuestales para la ejecu-
ción de las siguientes actividades:

a) Elaboración de una placa especial conmemo-
rativa en la sede principal del Festival.

b) Elaboración de un retrato al óleo del fundador 
del Festival de Cine, señor Víctor Nieto, el cual ins-
talará en el recinto o salón principal del Ministerio 
de Cultura.

c) Inclusión en el Presupuesto General de la Na-
ción de las partidas necesarias para cumplir con el 
objetivo de esta ley.

Artículo 4°. Autorícese al Gobierno Nacional 
para que a través del Ministerio de la Cultura otor-

guen cada año, una beca que llevará el nombre de 
Víctor Nieto, entre los jóvenes colombianos que 
participen en el Festival de Cine de Cartagena con 
largometrajes o cortometrajes, para su formación ci-
nematográ ca en el país o en el exterior. El Gobier-
no reglamentará las condiciones, requisitos y bases 
para el otorgamiento de la beca y jará su monto.

Artículo 5°. Esta ley rige a partir de su publica-
ción.

COMISIÓN SEGUNDA  
CONSTITUCIONAL PERMANENTE 

SENADO DE LA REPÚBLICA
El texto transcrito fue el aprobado en primer de-

bate en Sesión Ordinaria de la Comisión Segunda 
del Senado de la República, el día veintinueve (29) 
de noviembre del año dos mil once (2011), según 
consta en el Acta número 13 de esa fecha.

La Presidenta Comisión Segunda Senado de la 
República,

El Vicepresidente Comisión Segunda Senado de 
la República,

Carlos Emiro Barriga Peñaranda.
El Secretario General Comisión Segunda Sena-

do de la República,
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